INFORME   DE   LA   COMISIÓN   DE
VIVIENDA V URBANISMO recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversos artículos del D.F.L. N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, con objeto de favorecer la mejor calidad de la construcción.
Boletín N° 738 -14a.
HONORABLE SENADO:
Vuestra  Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de informaros el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, individualizado en el rubro, originado en una Moción de los FIFI. Diputados señores Carlos Dupré, Ramón Elizalde, Rubén Gajardo, Mario Hamuy y Andrés Palma y de los ex Diputados señores Gustavo Cardemil, Luis Leblanc y Guillermo Yunge.
Se deja constancia  que  debe  ser aprobado con el quorum exigido por el inciso segundo del artículo 63 de la Carta Fundamental, en el carácter de norma orgánica constitucional, el artículo 144 del número 7 (pasó a ser número 9) del artículo único, por cuanto introduce modificaciones u la ley N° 18. 695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.
Es   dable señalar que a una de las sesiones en que se consideró esta iniciativa asistieron, además de los miembros de la Comisión., los 1111. Senadores señores Errázuriz y Diez.
Durante el estudio de este proyecto de ley la Comisión contó con la asistencia y colaboración del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, don Edmundo Hermosilla; del señor Subsecretario de esa Cartera, don Sergio Galilea; del señor Subsecretario subrogante de esa Repartición, don Sergio González; del señor Jete División Técnica de Estudios y Fomento Habitacional, don José Manuel Cortínez; de la señora Jefe División Jurídica, doña Minia Jugovic y de los Asesores de ese Ministerio, señora Yanette Tapia y señores Pedro Meló y Patricio Walker.
La Comisión acordó invitar al señor Superintendente de Valores y Seguros; al señor Presidente del Colegio de Arquitectos de Chile A.G.; al señor Presidente del Colegio de Constructores Civiles de Chile A.G.; al señor Presidente del Colegio de Ingenieros Civiles de Chile A.G.; al señor Presidente de la Cámara Chilena de la Construcción; al Señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización Metropolitano; al señor Presidente de la Comisión de Vivienda del Colegio de Ingenieros; al señor Jefe de División Técnica de Estudios y Fomento Habitacional; al señor Presidente de la Comisión Coordinadora de Calidad de la Vivienda de la Cámara Chilena de la Construcción, al señor Director del Instituto Nacional de Normalización; al señor Director del Instituto de Investigaciones y Ensayos de Materiales de la Universidad de Chile; al señor Director del Departamento de Investigaciones Científicas y Tecnológicas de la Universidad de Chile; al señor Director de Obras de la Municipalidad de Pudahuel; al señor Director de Obras de la Municipalidad de Maipú; a la señora Directora de Obras de la Municipalidad de Concepción, y al señor Director de Obras de la Municipalidad de la Serena.

De los invitados, concurrieron, con el objeto de dar a conocer su opinión, las siguientes personas:

1.- El señor primer Vicepresidente de la Cámara Chilena de la Construcción, don Jaime Muñoz, acompañado de su asesor jurídico, don Augusto Bruna;


2.- El señor Presidente del Colegio de Constructores Civiles de Chile A.G., don Claudio Molina;


3.- El señor Presidente de la Comisión de Vivienda del Colegio de Ingenieros, don Sergio Rojas;

4.- El señor Director, del  Instituto de Investigaciones y Ensayos de Materiales de la Universidad de Chile, don Eugenio Retamal;
5.- El señor Director de Obras de la Municipalidad de Maipú, don Alejandro Guenaga;
6.- El señor Director del Departamento
de Investigaciones Científicas y Tecnológicas de la Universidad de Chile, don Vladimir Marionov, acompañado del profesor Hernán de Solminihac, y
7.- El señor Jefe de División Técnica de Estudios y Fomento Habitacional, don José Manuel Cortínez Castillo;
Excusaron su asistencia y enviaron por escrito sus observaciones el señor Superintendente de Valores y Seguros, don Daniel Yarur; el señor Presidente del Colegio de Ingenieros Civiles de Chile A.G., don Máximo Honorato; la señora Directora de Obras de la Municipalidad de Valparaíso, doña Adriana Germain, y la señora Directora de Obras de la Municipalidad de Concepción, doña Alicia Elizalde.
ANTECEDENTES LEGALES
Para el estudio del proyecto de ley en informe se han tenido en consideración, entro otros, los antecedentes que se indican a continuación:
I.- Ley General de Urbanismo  y Construcciones, cuyo texto fue fijado mediante el decreto supremo N° 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 13 de Abril de 1976.
La ley consta de 170 artículos, divididos en IV Títulos, y 10 artículos transitorios.
Sin perjuicio que en el capítulo correspondiente a la discusión particular de este informe se describen los artículos que el proyecto propone modificar, resulta necesario destacar algunas de sus normas.
El Capítulo I, Normas de Competencia, consta de 7 artículos.
Su  artículo 1° establece que las disposiciones de la presente ley, relativas a la planificación urbana, urbanización y construcción, y las de la Ordenanza que sobre la materia dicte el Presidente de la República, regirán en todo el territorio nacional.
 El artículo   2°    establece    que    esta legislación de carácter general tendrá tres niveles de acción: la Ley General, la Ordenanza General y las Normas Técnicas.
Agrega que la Ley General contiene los principios, atribuciones, potestades, facultades, responsabilidades, derechos, sanciones y demás normas que rigen a los organismos, funcionarios, profesionales y particulares, en las acciones de planificación urbana, urbanización y construcción.
La Ordenanza General, por su parte, contiene las disposiciones reglamentarias de esta ley y que regula el procedimiento administrativo, y el proceso de Planificación urbana, urbanización y construcción, y los standards técnicos de diseño y construcción exigibles en los dos últimos. 
Las normas Técnicas contienen las características técnicas de los proyectos, materiales y sistemas de construcción y urbanización, para el cumplimiento de los standards exigidos en la Ordenanza General.
Su artículo 3° señala que corresponderá al Ministerio de Vivienda y Urbanismo proponer al Presidente de la República las modificaciones que esta ley requiera para adecuarla al desarrollo nacional.
De acuerdo a su inciso segundo, le corresponde, también, estudiar las modificaciones que requiera la ordenanza Genera!, para mantenerla al día con el avance tecnológico y desarrollo socio-económico, las que se aprobaran por decreto supremo.
Asimismo, por decreto supremo, le corresponde aprobar los Planos Regionales de Desarrollo Urbano y los Planos Reguladores ínterconiunales, y por igual instrumento jurídico se aprobarán las Normas Técnicas que confeccionare el Instituto Nacional de Normalización y los Reglamentos de Instalaciones Sanitarias de Agua Potable y Alcantarillado, y de Pavimentación. En estos casos, los correspondientes decretos supremos se dictarán por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, por orden del Presidente de la República.
El  Capítulo 11 se denomina "De  los Funcionarios", comprendiendo los artículos 8° a 15, inclusive.
El artículo 8° establece que en todas las Municipalidades se consultará el cargo de Director de Obras, exigiendo que sea desempeñado por un profesional con título universitario, y diferencia los títulos exigidos según se trate de comunas con más de 40.000 habitantes, o con menos de 40.000 habitantes.
Es necesario tener presente que los requisitos que establece esta norma fueron modificados por la ley N° 19.2.80, que más adelante se comenta.
El artículo 9° establece las funciones del Director de Obras, mencionado: a) estudiar los antecedentes., dar los permisos de ejecución de obras, conocer de los reclamos durante las faenas y dar recepción final de ellas, todo de acuerdo a las disposiciones sobre construcción contempladas en esta ley, la Ordenanza General, los Planes Reguladores, sus Ordenanzas Locales y las Normas y Reglamentos respectivos aprobados por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo; y b) dirigir las construcciones municipales que ejecute directamente el Municipio, y supervigilar estas construcciones cuando se contraten con terceros.
2.- Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades:
Su artículo 20 establece que a la unidad encargada de obras municipales corresponderá:
a) Elaborar el proyecto de plan regulador comunal y proponer sus modificaciones;
b) Velar por el cumplimiento de las disposiciones del plan regulador comunal y de las ordenanzas correspondientes, para cuyo electo gozará de las siguientes atribuciones específicas;
1.- Dar aprobación a las subdivisiones de predios urbanos y urbano-rurales;
2.- Dar aprobación a los proyectos de obras de urbanización y de construcción, en general, que se efectúen en las áreas urbanas y urbano-rurales. Ellas incluyen tanto las obras nuevas corno las ampliaciones, transformaciones y otras que determinen  las leyes y reglamentos;
3.- Otorgar los permisos de edificación de las obras señaladas en el número anterior;
4.-  Fiscalizar la  ejecución  de  dichas obras hasta el momento de su recepción, y
5.- Recibirse de las obras ya citadas y autorizar su uso;
c) Realizar tareas de inspección sobre las obras en uso, a fin de verificar el cumplimiento de las disposiciones legales y técnicas que las rijan;
d) Aplicar normas legales y técnicas para prevenir el deterioro ambiental;
f) Proponer y ejecutar medidas relacionadas con la vialidad urbana y rural; la construcción de viviendas sociales e infraestructura sanitarias y la prevención de riesgos y prestación de auxilio en situaciones de emergencia, y

g) En general, aplicar las normas generales sobre construcción y urbanización en la comuna.

Su artículo 12 establece requisitos para el ingreso y la promoción en los cargos de las plantas de personal de las Municipalidades.

3.- Ley Nº 19.280, que modifica la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y establece normas sobre plantes de personal de las Municipalidades.
Su artículo 12 establece requisitos para el ingreso y la promoción en los cargos de las plantas de personal de las Municipalidades.

En relación a la Planta de Directivos, la norma requiere título profesional universitario o título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por üü establecimiento de educación superior del listado o reconocido por este.
Sin embargo,  para   los    cargos  de dirección destinados al mando superior de las unidades que indica, deberán cumplir con los requisitos específicos que se señalan que, para la unidad de Obras Municipales, exige título de arquitecto, de ingeniero civil o de constructor civil.
Cabe tener presente que el artículo 1° transitorio de esta ley establece que sin perjuicio de la norma anterior, para el ascenso del personal en actual servicio en las plantas de Directivos, de Jefaturas, de Técnicos, de Administrativos y de Auxiliares, será exigible, alternativamente, el requisito de haber desempeñado a lo menos diez años cargos de planta en la Municipalidad.
4.- Decreto Supremo N° 29, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 11 de Junio de 1994, que lija las Bases Generales Reglamentarias de contratación de obras a suma alzada, para su aplicación por los Servicios de Vivienda y Urbanización.
Su título XII se denomina “De la inspección Técnica de la Obra”, y comprende los artículos 40 a 43, inclusive.
El artículo 40 dispone que la inspección Técnica de la Obra estará constituida por las personas designadas por el SERVIU, que asumirán su representación, o cuyos servicios se contraten con este objeto, y que tendrán la responsabilidad y obligación de fiscalizar el cumplimiento del contrato correspondiente.

De acuerdo al inciso segundo, dicha inspección estará a cargo de un funcionario que sea Arquitecto, Ingeniero o Constructor Civil, o de una persona natural o jurídica inscrita para estos efectos en el Registro Nacional de Consultores del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, que se denominará Director de la Obra.

De acuerdo al artículo 41, el contratista, que es responsable de la calidad de las obras, estará obligado a dar todas las facilidades que requiera SERVIU para que la Inspección Técnica de la Obra se realice eficientemente, sin que ello lo libere de las obligaciones y responsabilidades que como constructor de las obras le corresponden en conformidad con lo establecido en el contrato, en el artículo 2003 del Código Civil, y artículos 18 y 19 de la ley General de Urbanismo y Construcciones.
Por último, dispone que la supervigilancia de la Inspección Técnica de la Obra no constituye aprobación total o parcial de la obra en que se han ejecutado los trabajos.
El artículo 42 señala que el contratista debe considerar, al formular su oferta, la permanencia en las obras de, a lo menos, un arquitecto, ingeniero o constructor civil, titulados en universidades reconocidas por el Estado, el que deberá proporcionar a la Inspección Técnica toda la información y colaboración necesaria para el buen desarrollo de su cometido. 
5.- Ley N° 18.287, de 7 de Febrero de 1984, que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.
Su artículo 2.8 establece  que   si   la infracción afecta a sociedades civiles o comerciales o a corporaciones o fundaciones con personalidad jurídica, el procedimiento podrá seguirse con el gerente, administrador o presidente. No obstante cualquier limitación establecida en los estatutos o actos constitutivos de la sociedad, corporación o fundación.
Su  inciso segundo, indica  que   si   se tratase de fundaciones, corporaciones, comunidades, sociedades de hecho sin personalidad jurídica u otras entidades similares, podrá seguirse el procedimiento con su administrador o administradores o con quien o quienes tuvieren su dirección. Si no se pudiere determinar quien tuviere su administración o dirección, valdrá el emplazamiento hecho a cualquiera de sus miembros.
FUNDAMENTOS DEL PROYECTO
La Moción que dio origen a esta iniciativa legal tiene por objeto introducir diversas modificaciones en la Ley General de urbanismo y Construcciones, cuyo texto fue fijado por el D.F.L. nº 458, DE 1975, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo. La Moción expresa que el reciente Censo Nacional ha constatado el hecho que nuestro país ha aumentado considerablemente el número de viviendas existentes entre los años 1982 y 1992.
Continúa la Moción señalando que estas cifras nos hablan de una disminución significativa en nuestros índices de déficit habitacional, lo que debe llenar de esperanzas a los chilenos en que el drama de los sin casa puede tener solución en los años próximos.
Indica la Moción que entre otros actores de la vida nacional que han colaborado en esta expansión se destaca la acción estatal, principalmente a través del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, que se ha propuesto alimentar año a año el número de soluciones habitacionales para los sectores más desprotegidos de nuestra sociedad. El sector privado, por su parte, está. desarrollando un gran número de proyectos propios o ejecutando oíros con apoyo del sistema de subsidio o del SERVÍ U.
Señalan los autores de la Moción que durante el trabajo parlamentario han podido recoger reiteradamente protestas de pobladores por la calidad de sus viviendas asignadas, incluso, en comunas como Puente Alto, La Pintaría, Ea Florida, Maipú y otras de la Región Metropolitana y del resto del país, los pobladores se han dado organizaciones para enfrentar unidos estos problemas de calidad habitacional.
Asimismo, expresan los autores de la Moción, que la opinión pública ha tornado conocimiento de palabras del propio Ministro de la Vivienda y Urbanismo, quien ha reconocido que aproximadamente entre el 5 ú 8% de las viviendas de nuestro país adolece de vicios en la construcción (La Nación, 11 de mayo 1992), con un gran efecto económico y social para las familias que, haciendo un gran esfuerzo, han adquirido su casa propia.
Añade    la    Moción    que    se    deben considerar, además, las características particulares de nuestro país por los constantes movimientos telúricos y el riesgo para los moradores de viviendas nial construidas.
Indican los autores de la Moción que la idea de privilegiar la cantidad en perjuicio de la calidad de las viviendas es cuestionable. Señala que no existe duda acerca de la urgencia que tiene nuestro país de dar soluciones para los miles de chilenos sin casa. Pero no es menos cierto que esas soluciones deben aspirar a ser permanentes para que no desaparezcan con el tiempo y con ello solamente se obtenga dilapidar el capital invertido y postergar el problema a unos pocos años más.

En consecuencia, ajuicio de los autores de la Moción, la verdadera solución al problema habitacional pasa por encontrar un justo equilibrio entre la máxima cantidad de viviendas a construir y que cada una de ellas cuente con una calidad que le permita aspirar a ser permanente.

Estiman que el mejorar la calidad de la construcción en Chile es una tarea que debe ser compartida por diversos sectores de la vida nacional, entre los cuales se cuentan los propios adquirentes de vivienda, las universidades, los centros de investigación, los profesionales afines al sector de Ja construcción y las empresas de este giro.
Asimismo,   los  autores  de   la Moción, consideran    necesario    para    lograr    este    objetivo,    perfeccionar algunos aspectos del  estatuto jurídico  de las construcciones, siendo  necesaria la participación del Poder bjecuíivo, a quien le corresponde ejercer la potestad reglamentaria para elevar el nivel de exigencias de la actividad de la construcción.

Señalan   que,   con   lodo,   la   ley   debe abordar algunos asuntos de su competencia exclusiva con miras a elevar la calidad de la construcción. Este es el objetivo de la presente moción.
Agregan  que  la  mejor  calidad  de  laconstrucción es un proceso y, como tal es gradual, que es inconveniente que la ley o el reglamento modifique sustancialmente las condiciones para Ja construcción de viviendas en Chile, que esto solamente redundaría en un aumento excesivo del precio de la construcción y, por tanto, en una disminución en la actividad y que el propósito de la ley propuesta es dar un paso en la dirección apuntada.
Con el propósito de corregir un vicio extendido entre las Direcciones de Obras Municipales, organismos encargados de velar porque los proyectos se sujeten al estatuto jurídico de la construcción, se establece la responsabilidad de las Municipalidades, hasta un monto determinado, respecto a construcciones que cuenten con su aprobación y que han sido proyectadas o ejecutadas manifiestamente en forma contraria a la ley o al reglamento. Esta responsabilidad es subsidiaria a la mencionada en los artículos 18 y 19 do la Ley General de Urbanismo y Construcciones.
Como una manera de facilitar esta tarea municipal, los autores de la Moción proponen modificar el artículo 118 de la citada ley en orden a aumentar al doble los plazos que actualmente cuenta la Municipalidad para otorgar permisos de construcción, y el artículo 142 de la misma ley, para exigir a las Municipalidades la inspección en tres oportunidades, a lo menos, de las obras que tengan una masiva destinación, sin perjuicio de la inspección final de rigor. Sobre este particular, hacen presente que en la actualidad las Municipalidades, salvo excepciones, sólo inspeccionan las obras nuevas una vez terminadas y para electo de otorgar la recepción definitiva.
En cuanto a la responsabilidad que les cabe a las personas naturales o jurídicas respecto de construcciones a su cargo, la Moción propone las siguientes modificaciones:
1.-    La  responsabilidad  profesional establecida en los artículos 18 y 19 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, se hace extensiva a los proveedores de materiales de construcción por la calidad de los productos vendidos y a cualquier profesional que haya participado en la construcción de obras.
2.- Se eleva a rango legal aquella norma
contenida en el artículo 15 de la Ordenanza Genera! de Construcciones y Urbaniz.ación que establece la responsabilidad solidaria por vicios en la construcción de las empresas constructoras o proyectistas con el profesional que actúe por encargo de ellas, lista norma tiene un innegable valor de resguardo de los intereses de los propietarios de viviendas viciosas.
3.--   Las empresas cuyo giro  es   la actividad de la construcción no podrán constituirse corno sociedades de responsabilidad limitada y, a través de una norma transitoria se obliga a aquellas que a la fecha de publicación de la ley estuvieran constituidas de esta forma, a constituirse en conformidad a la ley dentro de un plazo de un año.
De esta forma el proyecto soluciona de raíz las denominadas empresas constructoras "fantasmas", de fugaz vida y en la práctica irresponsables ante terceros. Estas empresas se constituyen como sociedades de responsabilidad limitada, regidas por la ley N° 3.918, institución anacrónica y fuertemente criticada por la doctrina mercantilista. En palabras del profesor Jaime Gallé "la ley N° 3.918, no solamente ofrece pocas garantías para los acreedores sociales, que por la naturaleza de este contrato no pueden dirigir sus acciones más que sobre el activo social, sino que para el caso de reparto y dividendos ficticios, no obliga a los socios a devolverlos a la caja social; nada dice respecto del exceso de avalúo de los aportes en especie; todo lo cual en manos de gente deshonesta puede llegar a hacer del capital social, único recurso de los acreedores sociales un mito, algo de electivas proporciones en el texto de la escritura social pero que llegado el caso práctico se deducirá a la nada".
4.- Se aumenta prudentemente el plazo de prescripción de las acciones contra los responsables de vicios de construcción, de cinco a ocho años. Este alimento moderado de los plazos se funda en la circunstancia normal que los vicios en la construcción están ocultos y sólo aparecen con las emergencias o con el transcurso del tiempo.
5. La moción viene a llenar un vacío legal existente en nuestro ordenamiento jurídico-penal, cual es, que en la actualidad no sufren castigo aquellos profesionales que cometen errores injustificables en el diseño o la ejecución de obras de construcción y que generan graves daños económicos para sus propietarios. Se tipifica a título de cuasidelito los errores de esta naturaleza cometidos por imprudencia temeraria, es decir, se castigan errores garrafales injustificables, todo conforme al artículo 490 del Código Penal.
6.-  La  moción  pretende   remediar  el problema procesal que significa perseguir la responsabilidad por vicios en la construcción.  En la actualidad, los afectados deben recurrir para estos electos al procedimiento ordinario o común que, en pocas palabras, trae aparejada una espera de varios años.
Con  el objeto de acelerar el conocimiento y el Tallo de estas causas, la Moción hace aplicable las reglas del procedimiento sumario, con las salvedades siguientes: el Tribunal, dando curso a la demanda citará a las partes a audiencia del décimo quinto día hábil después de la última notificación, alargando así el plazo sumario de cinco días con miras de permitir a la demandada poder preparar su defensa que, en estos juicios, es altamente técnica. Este ha sido el fundamento para, además, aumentar el plazo para dictar sentencia definitiva, proponiéndose el de veinte días desde que el Tribunal citó a las partes a oír sentencia. Por último, no se hace aplicable el artículo 684 del Código de Procedimiento Civil que faculta al juez para acceder provisoriamente a la demanda.
Señalan los autores de la Moción que con la solución propuesta los pleitos, derivados de vicios en la construcción, serán tramitados con la celeridad que exige la naturaleza de los mismos.
Finalmente, los autores de la Moción pretenden completar otro vacío existente en  nuestro  ordenamiento jurídico.
indican que en la actualidad el país no cuenta con una instancia institucional que tomo conocimiento y busque algún tipo de solución para aquellos propietarios de viviendas económicas, en las cuales el listado haya contribuido económicamente, y que adolecen de vicios de diseño o construcción. A estos propietarios se les envía a una y otra dependencia pública muchas veces sin resultados concretos. Para estos electos se da creación en cada Región a un Comité de Calidad de la Construcción, formalmente integrado a las Secretarías Regionales o Metropolitana de Vivienda, e integrado por los diversos organismos directamente interesados en el problema, incluido un representante de la Cámara Chilena de la Construcción. Por último, indican los autores de la Moción, que los requisitos para poder solicitar la intervención de este organismo, su funcionamiento y competencias deberá ser materia de un reglamento.
- - -

DISCUSIÓN GENERAL
Durante la discusión general del proyecto de ley en estudio, la Comisión escuchó Jos planteamientos de los señores Ministro de Vivienda y Urbanismo, don Edmundo Hermosilla y de sus asesores.
El señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, don Edmundo Hermosilla, manifestó que esta moción parlamentaria tiene por objeto modificar algunos artículos de la Ley
General de Urbanismo y Construcciones, enmiendas todas destinadas a mejorar la calidad de la construcción de viviendas.
Destacó que  la  Moción  Parlamentaria cuenta con el apoyo del Ejecutivo, salvo algunos artículos que le merecen observaciones, las que dará a conocer más adelante.
Indicó  que  el  proyecto  establece,   en primer lugar, la responsabilidad del propietario primer vendedor respecto a la construcción de la vivienda, en circunstancias que tradicionalmente el responsable era el constructor. Sin embargo, en esta Moción Parlamentaria, se establece que tan responsable corno el constructor es quien envía o manda a construir, ya que es él quien determina lo que se construye, es él quien contrata y es él quien recibe las obras y se relaciona con el comprador para entregarle la vivienda. Señaló que en el caso que se produjere cualquier tipo de controversia este mandante primer vendedor puede repetir contra otros. Esto tiene por objeto eliminar algunos de los problemas que. se suscitaban actualmente en que el vendedor no se sentía, responsable porque la ley responsabilizaba al constructor.
En segundo lugar, señaló el señor Ministro, el proyecto establece como procedimiento aplicable a las demandas a que den origen las infracciones de esta ley, el procedimiento sumario contenido en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil pero estableciendo como alternativa para solucionar las controversias, el procedimiento arbitral que es un trámite expedito y rápido y que logra el objetivo que el espíritu de la ley establece. 
fin tercer lugar, manifestó el señor Ministro, se incorpora la posibilidad de la contratación de inspecciones técnicas externas que facilitan la recepción final de las obras, descongestionándose la Dirección de Obras Municipales. En otros Ministerios es posible contratar inspectores externos, sin embargo en la Dirección de Obras Municipales no lo pueden hacer. Para eliminar este problema el proyecto permite la contratación de una persona natural o jurídica independiente del constructor, propietario de la obra entre aquellos profesionales que se encuentren inscritos en un Registro que mantendrá la Dirección de Obras Municipales para que efectúe la inspección.
Señaló el señor Ministro que estos son los tres aspectos más importantes de la iniciativa de la ley en estudio.
No obstante, destacó tres aspectos del proyecto de ley que le parecen críticas.
En primer lugar, el relativo a los plazos de prescripción que son de 5 años, igual que en la ley actual. Sin embargo, señaló que es menester aclarar que el cómputo de dicho plazo se cuenta no desde la fecha de término de le ejecución de la obra, como establece el proyecto aprobado por la H. Cámara de Diputados sino desde la recepción final de la obra por la Dirección de Obras Municipales.
En segundo lugar, el artículo 25, inciso tercero, numeral 5), señala que cualquier tipo de infracción a la Ley General de Urbanismo y Construcciones determina la eliminación del Registro de Contratistas. Le parece una sanción que no guarda relación con la falla que pueda cometer el constructor y el mandante. Agregó, el señor Ministro, que además, la propia ley determina distintas causales, distintas penas o sanciones. Destacó que el único registro de contratistas que hay es para los que trabajan con el SERVIO. Los que trabajan para empresas privadas no están inscritos en ningún registro de contratistas. Por Jo tanto, a los únicos que se estaría sancionando sería a Jas inmobiliarias y constructoras que trabajan con el SERVIO, lo que podría contribuir al alejamiento de las constructoras.
En tercer lugar, destacó, que en relación con la posibilidad de la disolución de la empresa una vez concluida la obra y antes de los 5 años de prescripción, el proyecto aprobado por la H. Cámara de Diputados exige un depósito o boleta bancaria de garantía por el valor total de la obra. Esto le parece un costo financiero demasiado alto. Por ello, sugiere que esto se haga en forma proporcional al número de años.
Indicó que les parece bien que exista garantía si h) empresa quiere disolverse, pero en forma proporcional al número de años que quedan. til primer año, por ejemplo, tendría que garantizar cinco quintos, el segundo año cuatro quintos y si lo hace el último año será un quinto, esto con el fin de evitar que empresas eludan su responsabilidad. También propone que, no obstante esta garantía y depósito, el juicio pueda entablarse en contra de quienes fueron responsables de dirigir la empresa constructora.

Finalizó  señalando  que  estos  son  los aspectos fundamentales de este proyecto de ley para mejorar la calidad de la vivienda y los puntos que le parece necesario modificar, para lo cual presentará indicación.

Por   su   parte   los   señores   Senadores miembros de la Comisión analizaron, debatieron y formularon diversas consultas en relación con el proyecto de ley en estudio, antes de someter a votación la idea de legislar.

En efecto., se recordó que algunas de las materias contenidas en la iniciativa de ley en estudio, la Comisión las había considerado al analizar un proyecto iniciado en moción del 11. Senador señor Freí Bolívar que fue enviado a la Comisión de Gobierno, relativo a los estudios técnicos requeridos para el otorgamiento de los permisos de edificación y urbanización contemplados en la Ordenanza General de Construcción y Urbanización, y a la recepción de las obras por inspectores externos, elegidos de un listado de profesionales o empresas que puedan adscribirse a la Dirección. 

Se    señaló    que    los    permisos    de edificación no están contenidos en este proyecto de ley porque legalmente es delegable la inspección pero no el permiso que constituye una potestad de la autoridad competente, cual es, el desarrollo urbano y la reglamentación, actividad indelegable.
Se indicó que el Director de Obras tiene una responsabilidad administrativa aparejada con su actuar, de manera que no podría exigirse esa responsabilidad cuando dicho Director no ha sido el que ha otorgado el permiso. Sin embargo, en cuanto a la recepción de las obras, ocurre algo diferente, ya que lo que se verifica es que éstas estén acorde con el permiso que se otorgó, es decir, constituye una verificación de lo que ya fue el ejercicio de la potestad. En cambio, en el permiso se parte con toda la normativa vigente en cuanto a la planificación urbana, el uso del suelo, el cumplimiento de todos los instrumentos de planificación pertinentes, con las normas técnicas.
La Comisión acordó solicitar el asentimiento de la Sala para que el proyecto de ley, iniciado en moción del H. Senador señor Arturo Freí, anteriormente señalado, y que dice relación directa con el artículo 144 contenido en el número 7 del proyecto de la H. Cámara de Diputados, sea estudiado conjuntamente con la iniciativa de ley en estudio, habida consideración que versan sobre materias semejantes.
Luego de un extenso debate sobre los temas anteriormente señalados, se procedió a votar la idea de legislar, la que fue aprobada porla unanimidad de losmiembros de la Comisión, HH. Senadores señora Carmen Frei, y señores Coopoer, Frei Bolívar, Mc Intyre y Siebert.

Una vez aprobada en general la idea de legislar, vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo, invitó a las organizaciones e instituciones señaladas en la parte inicial de este informe, con el objeto de allegar mayores antecedentes al respecto.

Los participantes invitados expresaron por escrito y verbalmente sus observaciones al proyecto de ley que análisis, las que fueron debidamente ponderadas por vuestra Comisión.

Estos antecedentes se encuentran en la Secretaría de la Comisión, a disposición de los señores Senadores.

DISCUSIÓN PARTICULAR
El proyecto de ley aprobado "por la H. Cámara de Diputados está estructurado sobre la base de un artículo único, dividido en siete numerales que contienen las diferentes enmiendas a. la Ley General de Urbanismo y Construcciones, los que se pasan a analizar a continuación, en forma detallada, efectuando para ello una breve descripción del contenido de cada uno de éstos, de las principales observaciones formuladas por los miembros de la Comisión sobre el particular, y de los acuerdos adoptados a su respecto.
ARTÍCULO ÚNICO
Nº 1

Artículo 15
El artículo 15 de la actual Ley General de Urbanismo y Construcciones dispone que si la Dirección de Planificación del Desarrollo Urbano o los Secretarios Regionales de Viviendas y Urbanismo comprobaren que algún Director de Obras Municipales o Asesor Urbanista contraviene en forma manifiesta y grave las disposiciones de la presente ley, su Ordenanza General, o el Plan Regulador y su Ordenanza Local, podrá solicitar la instrucción del correspondiente sumario administrativo a la Contraloría General de la República, la que determinará las sanciones que correspondan, incluso su destitución, que deberá aplicar el Municipio, suspendiendo el pago de remuneraciones cuando procediere. Asimismo, la referida Dirección o el Secretario Regional respectivo podrán solicitar la suspensión temporal de los mismos funcionarios a los Colegios profesionales correspondientes.
La  H. Cámara de  Diputados  propone sustituir este artículo por otro que establece que la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo o cualquier persona que tuviere conocimiento de que algún Director de Obras Municipales o su Asesor Urbanista, en el ejercicio de sus funciones, ha contravenido las disposiciones de esta ley, de su ordenanza general o los instrumentos de planificación urbana vigentes en la comuna, deberán solicitar la instrucción del sumario administrativo correspondiente de la Contraloría General de la República, la que determinará las sanciones que correspondan, incluso su destitución, que deberá aplicar el municipio, suspendiendo el pago de remuneraciones cuando procediere.
La sustitución de este artículo tiene por objeto ampliar este precepto y darle carácter obligatorio y no facultativo corno estaba establecido en el artículo original, a fin de que cualquier persona, además de las autoridades que indica, por denuncia fundada, pueda solicitar la instrucción del correspondiente sumario administrativo en contra del Director de Obras Municipales, si éste infringe la ley o su ordenanza.

31.-
Sometida a. débale esta .norma vuestra
Comisión acordó suprimir, por innecesaria la oración final que sanciona con la destitución y suspensión del pago de remuneraciones a los infractores por parte del municipio, cuando procediere.
Esta supresión se fundó en que en la
actualidad no procede, de acuerdo con el Estatuto Administrativo, la suspensión de pago de remuneraciones y, además, es el dictamen del sumario el que señalará la pena que puede aplicarle.
-   Vuestra   Comisión   acordó,   por   la
unanimidad de sus miembros, lili. Senadores señora Freí y señores Cooper, Freí Bolívar, Me Intyre y Siebert aprobar esta disposición suprimiendo su oración final.
Posteriormente,   habiendo   acordado   la
Comisión reapertura de debate, ésta introdujo además de la modificación ya señalada, las siguientes enmiendas al artículo 15 propuesto por la H. Cámara de Diputados:
1.-     Suprimir    la    oración    "en    el desempeño  de  sus  labores  o  por  denuncia   fundada  de   cualquier
persona".
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32 .-
Durante la discusión de .este punto los
señores Senadores miembros de la Comisión analizaron y'debatieron los siguientes tenias, antes de someter a votación esta enmienda:
Primero.,  se  trató  de  definir  aquellas
situaciones que realmente van a constituir una infracción por parte del Director de Obras. En seguida, fijar el marco de responsabilidad del arquitecto, del proyectista y del propietario de la obra . Finalmente, la acción pública que se le estaría dando a los particulares para que fundadamente puedan reclamar en contra del Director de Obras y en contra de los responsables de los daños y perjuicios ocasionados por el proyecto
Se señaló que el permitir a cualquiera
persona efectuar denuncias, podría retrasar la aprobación de los proyectos y la recepción de las obras; se indicó que es necesario establecer sanciones para el arquitecto que presenta un proyecto que vulnera la normativa vigente y también para el propietario del proyecto, quienes deberían indemnizar los daños y perjuicios que ocasionen; se analizaron los artículos 9° de la Ley General de Urbanismo y Construcciones y 20 de la ley orgánica constitucional de Municipalidades, que señalan las funciones del Director de Obras y lo que corresponde a la unidad encargada de las obras municipales, respectivamente, determinándose que es imposible para éstos revisarlo todo. Se discutió la idea de establecer la responsabilidad real de un Director de Obras que existiría cuando a simple vista o por negligencia
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inexcusable o cuando de un examen somero, ligero, aparece notoria y claramente que el proyecto sometido a su consideración viola las normas y éstos dan curso al proyecto, pero que debiera ser responsabilidad del arquitecto y del propietario que presenta el proyecto, el cumplimiento de dichas normas legales; se discutió y analizó el sentido de esta norma al dar acción pública, mediante denuncias fundadas, término este último subjetivo y relativo.
Se señaló que   si se reclama contra el
Director de Obras, quien resuelve es la Contraloría General de la República pero que si el reclamo lo entabla un particular respecto al proyecto, el que tiene que pronunciarse si lo autoriza o lo reprueba es el Director de Obras y si no lo hace en un plazo determinado, se entenderá aprobado y él asume las consecuencias. Al respecto se indicó que , a la inversa, está establecido que si el Director de Obras no emite pronunciamiento dentro de un plazo, se entiende que el permiso está denegado.
Se agregó que debe establecerse     la forma de hacer la denuncia, la responsabilidad del denunciante, etc.
Se   señaló   que   todo   particular   tiene
derecho a recurrir directamente a la Contraloría y hacer la denuncia y no hacerlo a través del Ministerio de Vivienda y Urbanismo.
-

Finalmente se señaló la conveniencia de responsabilizar a los particulares cuando contravienen la Ley General de Urbanismo y Construcciones y la normativa legal vigente.
2)  Suprimir la  palabra  "Municipales" que aparece a continuación de " Director de Obras", con la finalidad de uniformar los términos ya que la Ley General de Urbanismo y Construcciones habla del Director de Obras, a través de todas sus disposiciones.
3)     intercalar     entre     las     palabras "contravenido" y "las disposiciones" el vocablo "gravemente", con el objeto de destacar que dicha infracción debe ser de cierta connotación. Constituirá infracción grave todo lo que dice relación con lo medular, es decir, con la línea gruesa
4) Sustituir la expresión "planificación urbana" por "planificación territorial", con el objeto de clarificar que hay instrumentos de planificación que son urbanos, interurbanos y regionales, conformando todos ellos la idea de planificación territorial, término que es más amplio que el de planificación urbana. Se dejó constancia para la historia de la ley que dicha expresión se refiere estrictamente a planes reguladores de desarrollo urbano, interurbanos y regionales.
5) Reemplazar la oración final que dice:
"la que determinará las sanciones que corresponda, incluso su destitución, que deberá aplicar el municipio, suspendiendo el pago de remuneraciones cuando procediere.", por la siguiente: "debiendo informar de ello al Alcalde respectivo, para los efectos legales a que haya lugar.". La Comisión consideró indispensable que el Alcalde tenga conocimiento del hecho que el Director de Obras de su Municipio ha contravenido gravemente la ley.
- Vuestra Comisión aprobó este artículo con las enmiendas anteriormente señaladas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Mil. Senadores señora Frei y señores Cooper, Freí don Arturo y Otero.
N°2 
Artículo 18
El artículo 18 de la actual Ley General de Urbanismo y Construcciones dispone que los fabricantes, proyectistas y constructores serán responsables, respectivamente, de la calidad de los materiales, de los errores de diseño y de los vicios de construcción en las obras en que hubieren intervenido y de los perjuicios que con ello causaren a terceros.
La H. Cámara de Diputados propone reemplazar este artículo por otro que establece en su inciso primero  que será de responsabilidad de la 'persona natural o jurídica que encomendó o ejecutó la respectiva construcción (propietario primer vendedor), el daño causado a terceros o a adquirientes o tenedores de todo o parte de ella, con posterioridad a la recepción definitiva, total o parcial, por deficiencias en la calidad de los materiales, en el diseño o en la construcción de la obra.
Su   inciso   segundo   señala   que   los fabricantes, los proyectistas y los constructores, sean personas naturales o jurídicas, serán responsables por los daños derivados, respectivamente, de la calidad de los materiales, del diseño y de la construcción, en que hubieren intervenido, y de los perjuicios que con ello causaren a terceros.
Su inciso tercero establece la responsabilidad solidaria de las personas jurídicas con el profesional competente que actúe por ellas respecto de vicios de construcción o de errores de diseño, respectivamente, de las obras que se les hubieren encomendado y de los perjuicios que con ello se causaren a terceros.
Su inciso cuarto indica que las personas que resulten obligadas a la reparación del daño, según lo expuesto en el inciso primero, tendrán derecho a su vez, a ser indemnizadas por los autores del daño.
Finalmente, su inciso quinto, establece un plazo de cinco años de prescripción de las acciones para hacer efectiva las responsabilidades señaladas anteriormente, fin el caso del propietario primer vendedor se cuenta este plazo, desde la lecha de la recepción definitiva de la obra y, en el caso de los fabricantes, proyectistas y constructores, el plazo se cuenta desde la fecha de término de la ejecución de la obra.
Sometida a debate esta norma se señaló que la modificación a la Ley General de Urbanismo y Construcciones tiene por objeto responsabilizar al propietario primer vendedor respecto de la construcción de la vivienda, ya que es él quien manda a construir, es él quien determina lo que se construye, es él quien contrata y es él quien recibe las obras y se relaciona con el comprador para entregarle la vivienda.
Si se produjeren daños derivados de la calidad de los materiales, del diseño, de la construcción o errores de diseño o vicios de construcción de las obras encomendadas el propietario primer vendedor tendrá derecho a ser indemnizado por los responsables.
Vuestra   Comisión    le    introdujo    dos modificaciones a este precepto: la primera, para ser consecuente con lo establecido en el inciso segundo, tiene por objeto sustituir en el encabezamiento del inciso primero las palabras "El daño causado" por
"Los daños y perjuicios causados", y la segunda, acogiendo una indicación ciel Ejecutivo, tiene por objeto suprimir la oración final del inciso quinto que dice: "en el caso del propietario primer vendedor, y en cinco años desde la lecha de término de la ejecución de la obra en el caso de los fabricantes, proyectistas y constructores," reemplazando por un punto (.) la coma (,) que le antecede.
Esta última  enmienda  tiene por fundamento corregir un error, dado que la fecha de término de la ejecución de la obra no existe. La única fecha formal de término de obra es la de recepción final por la Dirección de Obras Municipales.
Respecto del plazo de prescripción se señalo que dicho plazo se encuentra establecido en la actual Ley de Urbanismo y Construcciones y en el Código Civil. 

Se destacó también, además, que fuera de las responsabilidades que se establecen en esta disposición, subsisten las acciones por vicios redhibitorios del Código Civil.
- Vuestra Comisión, por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señora Freí y señores Cooper, Freí Bolívar, Me Intyre y Siebert aprobó esta norma con las enmiendas señaladas.
Posteriormente, y acordada la reapertura de debate, vuestra Comisión aprobó una indicación del Ejecutivo que recogió las principales observaciones formuladas durante la discusión de esta norma y que define en forma precisa la responsabilidad de cada uno de los actores que intervienen en la calidad de la construcción.
Se señaló que interesa establecer responsabilidades precisas en atención a que hoy día, con la ley actual, la responsabilidad se traspasa de una a otra persona. Por ello, se establece que el propietario primer vendedor será responsable por todos los daños y perjuicios que provengan de fallas o defectos en la construcción, sea durante su ejecución o después de terminada, sin perjuicio de las acciones que le asistan en contra de quienes sean responsables de los daños y perjuicios causados. Ello, debido a que es el propietario primer vendedor quien manda construir y el que contrata a los demás: ingenieros, arquitectos etc.
Como se señaló anteriormente, se considerarán además como responsables, entre oíros: los Arquitectos e Ingenieros que hubieren intervenido en el proyecto de la obra, por los errores en que hubieren incurrido y que fueren causa de los daños y perjuicios que se reclaman. Durante la discusión de esta materia se eliminó el término "proyectista" por cuanto se prestaba a confusión, puesto que involucra sólo la responsabilidad del arquitecto y elimina la del ingeniero.
Se   responsabiliza   al   Constructor  por falla, error o delecto en la construcción, incluyendo el uso de materiales o insumos deficientes o defectuosos y ejecución de las obras realizadas por subcontratistas sin perjuicio de la responsabilidad de estos frente al perjudicado. Así éste puede demandar a cualquiera, varios o todos los responsables. El hecho que e! Constructor sea responsable, no significa eximir de responsabilidad al subcontratista o al proveedor por los materiales malos o defectuosos que entregó. En concordancia con lo anterior, se establece el derecho del Constructor para repetir en contra de todos los directamente responsables.
En    seguida,    se    establece    que    las personas jurídicas serán solidariamente responsables con el profesional competente que actúe por ellas como proyectista o constructor respecto de los daños y perjuicios que con la obra se causaren.
Además se dispone que el propietario primer vendedor estará obligado a entregar al primer adquirente y éste, a sus sucesores en el dominio, una nómina que contenga la individualización de todas y cada una de las personas a quienes asista responsabilidad de acuerdo al presente artículo. Tratándose de personas jurídicas deberá individualizarse a sus representantes legales.
Por otra parte, se establece una cadena de responsables,   indicándose  que  el perjudicado podrá demandar  conjunta y simultáneamente al primer vendedor y a iodos y cualquier otro de los responsables, por los daños y perjuicios que respectivamente fuesen obligados a indemnizar.
Tratándose de la responsabilidad civil a que se refiere este artículo, se indican que serán solidariamente responsables de las indemnizaciones a que haya lugar, los socios de las personas jurídicas responsables y, de ser éstas personas jurídicas, la solidaridad se extenderá a los socios de éstas y, de ser éstos también personas jurídicas, la solidaridad se extenderá hasta que los responsables sean personas naturales.
En caso que la persona jurídica se haya disuelto, se aplicará la misma norma.
Finalmente    se    preceptúa    que    las acciones respecto de todos los responsables a que se refiere este artículo prescribirán en cinco años, contados desde la fecha de la recepción definitiva por parte de la Dirección de Obras Municipales.
- Sometida a votación esta indicación del Ejecutivo que, como se señaló anteriormente, recogió las principales observaciones formuladas por la Comisión, fue aprobada por la unanimidad de sus miembros presentes, 1111. Senadores señores Freí Bolívar, Letelier y Otero.
Nº 3
Artículo 19
El articulo 19 de la actual Ley General de Urbanismo y Construcciones dispone que las acciones en contra de los fabricantes, arquitectos, ingenieros o constructores, por las responsabilidades que les puedan afectar con motivo de las obras en que hubieren intervenido, prescribirán en cinco años, contados desde la fecha de la recepción definitiva de la obra por la Dirección de Obras Municipales.
La H.  Cámara de Diputados propone sustituir este artículo por otro que establece, en su inciso primero, que las causas a que dieren lugar estas acciones se tramitarán conforme con las reglas del procedimiento sumario establecido en el Título XI del Libro Til del Código de Procedimiento Civil.
Su inciso segundo, indica que las partes podrán someter las controversias a la resolución de un juez arbitro de derecho que, en cuanto al procedimiento, tendía las facultades de arbitrador a que se refiere el artículo 223 del Código Orgánico de Tribunales. El arbitro deberá ser designado por el juez. Sólo podrán ser designados árbitros, para estos efectos, abogados que tengan, a lo menos, cinco años de ejercicio de la profesión.
Finalmente su inciso tercero establece que en contra de la sentencia arbitral se podrán interponer los recursos apelación y de casación en la forma, los que serán conocidos por la justicia ordinaria.
Sometida a debate esta norma se señaló que en la actualidad al designarse el arbitro en el contrato, es el vendedor quien lo designa, celebrándose un contrato de adhesión por parte del comprador.
Con la sustitución propuesta, una vez que está establecida la controversia, el perjudicado podrá optar entre someterla a la resolución de un juez arbitro que será designado por el juez o seguir el juicio ante los Tribunales de Justicia.
Se destacó que esta fórmula se presume que tiene menos costo para las partes, que es más fácil provocar un acuerdo entre ellas y que es más justa.
- Sometido a votación este numeral fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señora Carmen Frei y señores Cooper, Frei Bolívar y Me Intyre, en los misinos términos que lo hizo la H. Cámara de Diputados.
Se dejó constancia que esta norma es de carácter orgánica constitucional y que ya fue consultada a la Excrna. Corte Suprema durante su discusión en la 11. Cámara de Diputados.
Posteriormente, y acordada la reapertura de debate, la Comisión aprobó, con otra redacción, la actual norma del artículo 19 de la Ley de Urbanismo y Construcciones, como inciso final del artículo 18, anteriormente comentado.
Asimismo,   acordó   sustituir   el   inciso primero del artículo 19 aprobado por la í!. Cámara de Diputados por otro que establece que las causas a que dieren lugar la interposición de las acciones a que se refiere el inciso final del artículo 18, se tramitarán conforme con las reglas del procedimiento sumario establecido en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil.
Finalmente,   vuestra   Comisión   acordó suprimir los incisos segundo y tercero de este artículo 19, aprobado por la H. Cámara de Diputados. El inciso primero, porque la ley establece expresamente que las partes pueden recurrir a arbitraje siendo, por lo tanto, innecesario dicho precepto y, el inciso segundo, por cuanto son inapelables las sentencias de un arbitro mixto ya que no se puede apelar contra las normas de procedimiento que fijaron las partes, sino sólo de la aplicación del derecho a los hechos, materia regulada en el Código de Procedimiento Civil.
- Vuestra Comisión por la unanimidad de sus miembros presentes, Mil. Senadores señores Frei Bolívar, Lek'lier y Otero aprobaron el artículo 19 contenido en el numeral 3, en la forma señalada anteriormente.
Nº 4

Artículo 20
El artículo 20 de la actual Ley General de Urbanismo y Construcciones dispone que toda infracción a las disposiciones de la presente ley, su Ordenanza General y los Planes Reguladores y sus Ordenanzas Locales, será sancionada con multa a beneficio municipal no inferior a 25 ni superior a 500 veces el valor oficial vigente de la "cuota de ahorro", definido en el artículo 27 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1959, sin perjuicio de la paralización o demolición del todo o parte de la obra, si fuere procedente.
Su inciso segundo establece que cualquiera persona podrá denunciar ante las Municipalidades o la Secretaría Regional de Vivienda y Urbanismo el incumplimiento de las disposiciones de los aludidos cuerpos legales.
La H. Cámara de  Diputados propone sustituir este artículo por otro que establece, que toda infracción de las disposiciones   de   esta   ley,   de   su   ordenanza   general   y   de   los  instrumentos de planificación urbana que se apliquen en las respectivas comunas, será sancionada con inulta, a beneficio municipal, no inferior d tres ni superior a sesenta y cinco unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de la paralización o demolición de toda o parte de la obra, según procediere, además de las sanciones penales y administrativas pertinentes.
Su inciso segundo indica que cualquier persona podrá denunciar, ante la Municipalidad o ante la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, el incumplimiento de las disposiciones de los aludidos cuerpos legales y redanrentarios.
Sometida a debate esta norma, vuestra Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, íllí. Senadores señora Carmen Freí, y señores Cooper, Freí Bolívar y Me Intyre, la aprobó en los mismos términos en que venía formulada por la H. Cámara de Diputados, en atención a que lo único que varía es el monto de la multa.
Posteriormente, y aprobada la reapertura de debate, la Comisión acordó introducir las siguientes modificaciones al texto de la II. Cámara de Diputados: 

1.- Sustituir, en su inciso primero, la expresión "planificación urbana" por "planificación territorial", por las razones dadas al modificarse el artículo 15 contenido en el número 1. Vale decir, dicha expresión se refiere estrictamente a planes reguladores de desarrollo urbano, interurbanos y regionales.
2.- Reemplazar, en su inciso primero, la frase "no inferior a tres ni superior a sesenta y cinco unidades tributarias mensuales" por la siguiente: "no inferior a una ni superior a sesenta y cinco unidades tributarias mensuales".
3.- Sustituir, en su inciso primero, la frase "además de las sanciones penales y administrativas pertinentes" por "a menos que el hecho sea constitutivo de delito o tenga una sanción especial determinada en esta ley u otra". La enmienda tiene por objeto evitar que un mismo hecho sea objeto de una doble penalidad aplicada por dos Tribunales distintos y establecer que si tiene una sanción especial se aplicará ésta y si no la tiene se aplicará la regla general.
4.- Intercalar, en su inciso segundo, a continuación de la palabra "respectiva", lo siguiente: "o ante el Juzgado de Policía Local correspondiente", por cuanto la denuncia también debe poder hacerse ante el mencionado Tribunal.
5.- Agregar, en su inciso segundo., la siguiente    oración    final:  "La denuncia deberá ser fundada y acompañarse los medios probatorios de que disponga las partes."  
Se dejó constancia que en el momento de presentarse la denuncia no es la única oportunidad en que las partes pueden acompañar sus medios de prueba.
6.-  Agregar,   como   inciso  tercero,   el siguiente, nuevo:
"Las Municipalidades no podrán cobrar derecho o suma alguna para tramitar las denuncias que se les formulen. El hacerlo constituirá falta grave.".
Las  modificaciones anteriormente señaladas fueron objeto de una indicación del Ejecutivo, que recogió las ideas esbozadas durante el debate habido en el seno de la Comisión y aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de ésta, HH. Senadores señores Freí Bolívar, Letelier y Otero. Este último dejó constancia de que se reservaba el derecho de formular indicaciones sobre esta materia, en cuanto a la facultad de demolición total o parcial y paralización de las obras.
N° 5, nuevo
Artículo 21
Vuestra Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes,  1111.  Senadores señores Freí, don Arturo,
Letelier y Otero, acordó considerar un número 5, nuevo, en el cual se refunden las normas que la Comisión aprobó al considerar los números 5 y 6, correspondientes a los artículos 25 y 263 respectivamente, del proyecto despachado por la 11. Cámara de Diputados, nuevo número mediante el cual se sustituye el artículo 21 de la ley, por las razones que a continuación se explican.
Nº 5

Artículo 25
El artículo 25, vigente, establece que en los casos de infracciones que afectaren a sociedades o corporaciones, estén o no legalmente constituidas, el procedimiento para hacer efectiva la sanción correspondiente se seguirá con el gerente, administrador o presidente de la sociedad o corporación y, a falta de éstos, con cualquiera persona que apareciere ejecutando actos de administración o asumiendo la representación de aquella.
La H. Cámara de  Diputados propone sustituirlo, por otro, que consta de tres incisos.
El inciso primero determina que en los casos de infracciones de esta ley, su ordenanza general y los instrumentos de planificación urbana, el procedimiento para hacer efectiva la responsabilidad de personas jurídicas., que hubieren encomendado la ejecución de una obra, se seguirá contra el o los representantes legales de ellas, y que tales personas jurídicas no podrán disolverse voluntariamente mientras el plazo de prescripción respectivo este pendiente, a menos que presenten una boleta bancaria de garantía por el monto total de la obra.
El  inciso segundo establece como condición necesaria para la obtención del permiso de edificación, por parte de las empresas constructoras que pacten en forma directa con los beneficiarios de los subsidios de vivienda dependientes del Servicio de Vivienda y Urbanización, el registrarse, con todos sus antecedentes, en el municipio en cuya jurisdicción se efectúe la obra correspondiente.
El inciso tercero determina que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, los Servicios de Vivienda y Urbanización, las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo y las Municipalidades suspenderán o eliminarán de sus registros de contratistas a toda persona, natural o jurídica, que haya sido sancionado por infracción de las disposiciones de esta ley, de su ordenanza general y de los instrumentos de planificación urbana, lo que será aplicado conforme al reglamento.
Durante la discusión de esta norma el Ejecutivo plasmó en una indicación los acuerdos de vuestra Comisión, al número 5 del proyecto, sustituyéndose el texto del adíenlo 25 propuesto por la 11. Cámara.
Este nuevo artículo establece que en los casos de infracciones a las disposiciones de esta ley, su ordenanza general y de los instrumentos de planificación temporal que afectaren la responsabilidad de personas jurídicas que hubieren encomendado o ejecutado una obra, el procedimiento para hacer efectiva la responsabilidad correspondiente se seguirá contra el o los representantes legales de ellas y, que, en caso de disolución voluntaria, mientras esté pendiente el plazo de prescripción, las acciones se seguirán en contra de los que eran sus representantes legales a la fecha de la resolución.
Durante el análisis del artículo propuesto en la indicación, se acordó modificar su liase inicial, y sustituir las normas que propone respecto del procedimiento a seguir para hacer efectiva la responsabilidad de personas jurídicas que hubieren encomendado o ejecutado una obra.
En efecto, el H.  Senador señor Otero formuló indicación a fin de establecer que, tratándose de la responsabilidad de personas jurídicas, se estará a lo establecido en el artículo 28 de la ley N° 18.287.
De acuerdo a la norma citada, si la infracción afecta a sociedades civiles o comerciales o a corporaciones u fundaciones con personalidad jurídica, el procedimiento podrá seguirse contra el gerente, administrador., o presidente, no obstante cualquier limitación establecida en los estatutos o actos constitutivos de la sociedad, corporación o fundación.
Su inciso  segundo  agrega  que, si se tratare de fundaciones, corporaciones, comunidades, sociedades de hecho sin personalidad jurídica u otras entidades similares, podrá seguirse el procedimiento con su administrador o administradores o con quien o quienes tuvieren su dirección. Si no se pudiere determinar quien tuviere su administración o dirección, valdrá el emplazamiento hecho a cualquiera de sus miembros.
Vuestra Comisión aprobó este artículo con las modificaciones indicadas y, teniendo presente que el artículo 21 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones da competencia al Juez de Policía Local para conocer de la infracción, acordó establecerla en un número 5, nuevo, del proyecto, sustituyendo el artículo 21.
- Los acuerdos señalados anteriormente fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Mil. Senadores señores Frei, don Arturo, Letelier y Otero.
Considerando que mediante este número se modificaba el artículo 25 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones con las normas con que vuestra Comisión propone para substituir el artículo 21, la unanimidad de sus miembros presentes, 1111. Senadores señores Freí, don Arturo, Letelier y Otero, acordó derogar el artículo 25.
Además, la unanimidad de sus miembros presentes, LILI. Senadores señores Freí, don Arturo, Letelier y Otero, por las razones que se explican a continuación, acordó derogar el artículo 26.
N° 6
Artículo 26
El artículo 26, vigente, señala que la responsabilidad por las infracciones a la Ley y Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, de que deba conocer el Juzgado de Policía Local, prescribirán a los cinco años de cometida la infracción.
La H. Cámara de Diputados propone reemplazarlo por otro que señala que las responsabilidades por infracción de esta ley, de su ordenanza general y de los instrumentos de planificación urbana, de que deban conocer los juzgados de policía local, prescribirán a los cinco años de cometida la infracción y que, para estos efectos, las obras ejecutadas sin contar con los permisos a que se refiere esta ley constituirán infracción permanente.
Durante la discusión de este precepto vuestra Comisión, a fin de guardar la debida correspondencia y armonía de la legislación, acordó sustituir la expresión "urbana" por "territorial" y, además, reemplazar las expresiones "a que se refiere esta ley" por "edificación y/o la recepción definitiva".
En   el   seno   de   vuestra   Comisión   se manifestó la necesidad de distinguir entre la prescripción de la pena de la falta, esto es, la prescripción de la pena de la infracción, y la prescripción del derecho a demandar la indemnización civil a que pudiere dar lugar la infracción, ya que por regla general las faltas prescriben en seis meses.
La norma en análisis agrega que, para estos efectos, las obras ejecutadas sin contar con los permisos de edificación y/o la recepción definitiva constituirán infracción permanente, acordando vuestra Comisión agregar que el plazo de la prescripción no empieza a correr sino desde la recepción final de la obra.

A fin de  establecer que  las  acciones penales relativas a las infracciones de las disposiciones de esta ley, su ordenanza general y los instrumentos de planificación territorial que se apliquen en las respectivas comunas prescribirán en seis meses, y que mientras no se reciba la obra es una infracción permanente, el 11. Senador señor Otero formuló indicación a fin de sustituir el texto propuesto por el siguiente:
"Las acciones  penales relativas a las infracciones a que se refiere el artículo 20 y este artículo prescribirán en el término de 6 meses contados desde la recepción final de la obra.".
Discutida la indicación, vuestra Comisión acordó aprobarla como inciso segundo del artículo 21, propuesto en el número 5, nuevo, derogando el artículo 26.
-Votaron  por  su  aprobación,  la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión., HH. Senadores señores Freí, don Arturo, Letelier y Otero.
N° 7, Nuevo
Artículo 142
Durante la discusión de esta norma, de acuerdo a los criterios planteados por vuestra Comisión respecto del artículo 144, el ejecutivo formuló indicación para agregar un inciso tercero, nuevo, al artículo 142.
El artículo 142, vigente, señala que corresponderá a la Dirección de Obras Municipales la inspección de todas las obras de edificación y de urbanización que se ejecuten dentro de la comuna, como asimismo el control del destino que se dé a los edificios.
Su  inciso  segundo,  dispone   que   los funcionarios municipales tendrán libre acceso a todas las obras de edificación y urbanización que se ejecuten en la comuna, para ejercer las inspecciones que sean necesarias.
Mediante  esta  indicación  se  propone agregar un inciso tercero, nuevo, a este artículo, que establece que los asesores externos a que se refiere el artículo 144 tendrán libre acceso a todas las obras de edificación y urbanización que les corresponda informar.
Durante el debate de la indicación, el H. Senador señor Otero manifestó que en su opinión la norma propuesta era incompleta, ya que estima necesario regular en forma más detallada lo concerniente a los asesores externos, estableciendo, por ejemplo, qué requisitos deben cumplir las personas que deseen inscribirse como tales, las causas por las cuales puede negarse su incorporación al registro a que alude el artículo 144 contemplado en el proyecto, o las normas procesales y recursos a que puede dar lugar tal procedimiento.
Por   su   parte,   el   señor   Ministro   de Vivienda y Urbanismo manifestó su opinión, en el sentido que estimaba indispensable la norma propuesta a fin de no hacer ilusorio la participación de asesores externos, contemplada en el artículo 144 del proyecto.
Puesta en votación,  la  indicación  fue aprobada por dos votos a favor y una abstención, en los mismos términos en que viene formulada.
- Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Letelier y Ríos, absteniéndose el H. Senador señor Otero.
Nº 8

Artículo 143
El actual   artículo   143   dispone   que durante la ejecución de una obra, los profesionales a cargo de ella deberán dar los conforme parciales que determine la Ordenanza General, asumiendo la responsabilidad por la parte que corresponde a cada uno.
Durante la discusión de esta norma, en el seno de vuestra Comisión el 11. Senador señor Otero manifestó la necesidad que en toda construcción existiera un Libro de Obras, que hiciera posible establecer con posterioridad todos los hechos relevantes ocurridos durante el proceso y los participes de la misma, para delimitar las correspondientes responsabilidades.
Sobre el particular, el señor Ministro de Vivienda y Urbanismo presentó una propuesta de modificación de la Ordenanza.
Dicha propuesta establece que para los efectos del artículo 144 de la Ley Genera! de Urbanismo y Construcciones, el Libro de Obras deberá ser foliado y timbrado en triplicado por la Dirección de Obras Municipales, y que en el misino, el constructor anotará el inicio y el término de las partidas relevantes y hará las observaciones que estime.
Además, establece que en dicho Libro el inspector técnico dejará constancia de su visita, y aceptará, observará o rechazará la ejecución de las partidas relevantes, entendiendo, para estos efectos, como partida relevante el trazado; Sello excavaciones; Fundaciones; Muros y estructuras; techumbre; Instalaciones y Terminaciones y revestimientos.
Por   último,   en   dicha   propuesta   de modificación  de la ordenanza  se  establecían  las  obligaciones  del iiispector técnico.
En   el   seno   de   vuestra   Comisión   se planteó la necesidad que las normas básicas sobre esta materia se establecieran en la Ley General De Urbanismo y Construcciones.
Recogiendo las observaciones planteadas por vuestra Comisión, el señor Ministro formuló indicación para agregar un inciso segundo, nuevo., al artículo 143.
Dicho  inciso nuevo  establece  que  se deberá mantener en el lugar de la obra, en forma permanente y actualizada, un Libro de Obras en el cual se consignarán, debidamente firmadas, las instrucciones y observaciones sobre el desarrollo de las diferentes etapas de la construcción y se dejará expresa constancia de todos los hechos que indique la Ordenanza General, por parte de los profesionales proyectistas, el constructor, el inspector técnico y el supervisor técnico, si los hubiere, pudiendo también registrar sus observaciones los inspectores municipales, cuando lo requieran.
- Puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HI1. Senadores señores Frei, don Arturo, Letelier y Otero.
Nº 7 
(Ha pasado a ser N° 9)
Artículo 144
El artículo  144 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones establece que, terminada una obra o parte de la misma que pueda habilitarse independientemente, el propietario o el supervisor solicitará una inspección final de ella y su recepción definitiva por la Dirección de Obras Municipales, y que sin perjuicio de las recepciones definitivas parciales, habrá, en todo caso, una recepción definitiva del total de las obras.
Su   inciso   segundo   establece   que   lo dispuesto en el artículo 1 1 8 será aplicable al caso de las recepciones definitivas totales o parciales.
El artículo 118, por su parte, establece los plazos dentro de los cuales la Dirección de Obras debe pronunciarse sobre los permisos de edificación, contemplando un recurso de reclamación, por el incumplimiento del plazo o la negativa, ante la Secretaría Regional correspondiente del Ministerio de Vivienda y Urbanismo.
El   proyecto   despachado   por   la   H. Cámara de Diputados propone agregar nuevos incisos tercero, cuarto y quinto, al artículo H4.
El primer inciso propuesto señala que, no obstante lo anterior, tratándose de conjuntos habilacionales de más de veinte unidades de viviendas, la dirección de Obras Municipales podrá exigir, desde el inicio de la obra y durante toda su ejecución, la participación de una inspección técnica independiente del constructor, persona natural o jurídica, contratada a costa del propietario de la obra entre aquellos profesionales que se encuentren inscritos en el registro que, para estos efectos, mantendrá la Dirección de Obras Municipales o. en su defecto, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo.
De acuerdo al segundo de los incisos, el inspector técnico deberá consignar sus observaciones en un Libro de Obras y notificar a la Dirección de Obras Municipales en caso que estime que ésta debe ordenar la paralización o la demolición de las obras, agregando que la Dirección de Obras Municipales podrá proceder a otorgar la recepción definitiva sin nuevo trámite, con el solo mérito del informe que al término de su gestión emita dicha inspección técnica.
El último de los incisos señala que en estos casos, el inspector técnico, sea persona natural o jurídica, será solidariamente responsable con las personas indicadas en el inciso segundo del artículo 18.
Después de analizar este número, vuestra Comisión acordó oficiar a la Sala del II. Senado para que, modificando su acuerdo anterior, remitiera a la Comisión de Vivienda y Urbanismo la Moción del H. Senador señor Arturo Freí correspondiente al Boletín N° 674-14, para incorporar sus normas en el proyecto de ley en estudio.
Al  plantear tal   petición,  mediante  el Oficio NT 475/94, de Junio de 1994, vuestra Comisión hizo presente las siguientes consideraciones:
"i.- Con fecha 28 de Abril de 1992, se dio cuenta de la Moción del 11. Senador señor Arturo Freí, con la que inició un proyecto de ley referente a los estudios técnicos requeridos para el otorgamiento de los permisos de edificación y urbanización contemplados en la Ordenanza General de Construcción y Urbanización, correspondiente al Boletín N° 674-14, acordando la Sala del Senado darle trámite ante la Comisión de Vivienda y Urbanismo.
2.- En sesión de 7  de Septiembre de 1993, la Sala determinó que la referida Moción se estudiara en las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y la de Vivienda y Urbanismo, unidas, conjuntamente con el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica los artículos 5° y 6° de la Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades y el decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcción (Boletín N° 1059-06).
3.- Las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y la de Vivienda y Urbanismo, unidas, aprobaron la idea de legislar, respecto de la Moción y del Mensaje, correspondientes a los Boletines N° 674-14 y 1059-06, respectivamente.
4.- Por su parte, en la 11. Cámara de Diputados, durante la tramitación del proyecto de ley que modifica diversos artículos del D.F.L. N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, con objeto de favorecer la mejor calidad de la construcción, Boletín N° 738-14, en el trámite de Nuevo Informe, mediante una indicación presentada por 42 Honorables Diputados, agregó un numeral 7), nuevo, al proyecto, agregando tres incisos, nuevos, al artículo 144 del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, cuyo contenido guarda directa relación con la Moción del II. Senador señor Arturo Frei.".
Cabe hacer presente que, en sesión de fecha 3 de Junio de 1994, la Sala del Senado dispuso que el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción del H. Senador Freí (boletín N° 674-14) fuera remitido a la Comisión de Vivienda y Urbanismo para que sus normas sean consideradas en el proyecto., en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones, con el objeto de mejorar la calidad de la construcción. (Boletín N° 738-14).
Vuestra Comisión solicitó la opinión del Ejecutivo respecto de Ja Moción del H. Senador señor Arturo freí, quien formuló una indicación, recogiendo algunas de sus ideas y proponiendo su incorporación en el artículo 144.
Con posterioridad, de acuerdo a los criterios planteados en la Comisión el Gobierno, formuló una indicación substitutiva proponiendo agregar cinco incisos, nuevos, al artículo 144, y un artículo 144 bis, nuevo.
Los cinco incisos que se proponen agregar al artículo 144 son el primero, segundo, tercero, cuarto y quinto, pasando los actuales incisos primero y segundo a ser sexto y séptimo, respectivamente.
El primero establece que la Dirección de Obras Municipales podrá encomendar la revisión de los proyectos de construcción para el otorgamiento de permisos de edificación, así como las gestiones necesarias para la recepción de las Obras, a asesores externos, personas naturales o jurídicas con inscripción vigente en un registro que para estos efectos mantendrá el Ministerio de Vivienda y Urbanismo. Además, dispone que estas personas deberán suscribir, previo concurso, un contrato con la Municipalidad, debiendo rendir caución o fianza que garantice el cumplimiento de sus obligaciones a satisfacción de la Municipalidad.
El inciso segundo establece que el asesor externo deberá cumplir con todas las disposiciones legales, reglamentarias y normativas a que estén sujetas las respectivas Direcciones de Obras Municipales para el otorgamiento de permisos de edificación y para la recepción de obras, debiendo emitir los informes que se requieran para tal efecto.
El inciso tercero permite a la Dirección de Obras proceder a otorgar el permiso de construcción o la recepción definitiva, sin nuevo trámite, con el mérito del informe favorable que emita dicha supervisión técnica y de los documentos que para ello exija la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.
El inciso cuarto determina que en estos casos la Dirección de Obras Municipales deberá pronunciarse en el plazo de 10 días hábiles, contados desde la fecha de solicitud, sobre el permiso de construcción o la recepción de las obras, y que transcurrido dicho plazo sin que se pronunciare se entenderá automáticamente otorgado el permiso o la recepción. Además dispone que al rechazo debe acompañarse un informe escrito que lo fundamente, del que podrá apelarse ante el Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, quien se pronunciará dentro de 10 días hábiles de recibida u apelación.
El inciso quinto propuesto, permite a los particulares que presenten un proyecto de construcción a una Municipalidad, solicitar un asesor extemo para los efectos de los incisos precedentes, caso en el cual el costo será de su entero cargo.
Por último, se propuso agregar una oración al inciso segundo del actual artículo 144, a fin de establecer que el artículo 118 sólo se aplica a los casos de recepciones definitivas totales o parciales que no cuenten con la asesoría externa establecida en el presente artículo.
Durante el análisis de este precepto, los miembros de vuestra Comisión manifestaron que estas normas establecen que si el asesor externo es solicitado por el interesado el asume el costo, pero que si la presencia del asesor externo es requerida por la Dirección de Obras Municipales se podría estar imponiendo un gravamen a los municipios que no estén en condiciones de afrontar.
Al respecto, el señor Ministro de Vivienda y Urbanismo manifestó que no se producía tal gravamen ya que los municipios voluntariamente deciden cuando recurrir a la asesoría externa y que, en caso de hacerlo, podría ser beneficioso desde el punto de vista financiero, pues se produciría una aceleración de recaudación de caja para el municipio que pida dicho asesor, cuando su costo resulte menor que la futura recaudación por los permisos de edificación, que sin tal asesor pudiera verse postergada. 
Por otra parte, vuestra Comisión reparó en que si el particular solicita le sea designado un asesor externo y está dispuesto a asumir su costo, debiera ser obligatorio para la Dirección de Obras el designarlo, ya que cuando se presentan proyectos en una misma zona o para un mismo mercado resulta de gran interés económico el obtener rápidamente los correspondientes permisos y, si la Dirección de Obras puede o no acoger tal solicitud, o acogerla en un caso y rechazarla en otro similar, podría distorsionarse el mercado de la construcción.
Asimismo, se manifestaron dudas en el seno de vuestra Comisión sobre la conveniencia que el registro de que trata la norma fuere llevado por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo y no por las Municipalidades, haciendo presente el señor Ministro que no en todas las Municipalidades existe Dirección de Obras Municipales y que, en otras, no existe la infraestructura funcionaría necesaria para llevar adecuadamente tal registro, el que, de acuerdo a su indicación, se encontraría a disposición de todas las Municipalidades del país.
- Puesta en votación, la indicación al artículo 144 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Frei, don Arturo, Letelier, Ríos y Otero.
Durante   el   debate   de   esta   norma   y debido a las observaciones que sus integrantes lucieron presente respecto del proyecto en general, y a fin de avanzar en su tramitación, vuestra Comisión acordó dejar expresa constancia de su opinión en el sentido que todos sus integrantes han prestado su aprobación a las distintas normas del mismo, para el solo efecto de que la Sala del Senado se pronuncie sobre la idea de legislar y se establezca plazo para formular indicaciones, reservándose cada uno el derecho a presentar, en dicho plazo, indicaciones que modifiquen en todo o parte el texto acordado.
Como   se   ha   indicado,   además,   el Ejecutivo formuló indicación para considerar un artículo   144 bis, nuevo.
El artículo propuesto establece que para edificaciones con destino habitacional de 1.000 o más metros cuadrados de construcción y de 10 o más unidades de viviendas o de edificios destinados al uso público, se exigirá una supervisión técnica independiente del constructor y del proyectista, contratado por el propietario de entre quienes tengan inscripción vigente en el registro, que al efecto llevará el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, agregando que esto no será exigible cuando la Dirección de Obras Municipales compruebe que existen cansas justificadas, debiendo dejar constancia escrita de las razones de la excepción.
Su    inciso    segundo    determina    las obligaciones del supervisor técnico, que serían: 1° Efectuar una revisión técnica de los aspectos constructivos del proyecto, verificar que éste contenga los antecedentes necesarios para su adecuada ejecución en obra y proponer las recomendaciones que estime necesarias para tal efecto y emitir un informe que formará parte del expediente presentado por la Dirección de Obras Municipales para la aprobación del proyecto; 2° Elaborar o aprobar el plan de inspección y control de calidad para ser aplicado por el constructor en la obra y supervisar su cumplimiento durante la construcción, según lo establezca la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, y 3° Dejar constancia en el Libro de Obras de su concurrencia al lugar de la obra y de las observaciones que su ejecución le merezca, notificando a la Dirección de Obras Municipales en caso que estime que ésta debe ordenar la paralización de las obras.
Respecto de este articulo los miembros de vuestra Comisión manifestaron reparos.
Se argumentó que la facultad que a la Dirección de Obras Municipales le concede el inciso primero, en orden a no exigir la supervisión técnica cuando en su opinión existen causas justificadas para ello, puede distorsionar el mercado al aumentar los costos de unos y no de oíros, de acuerdo al criterio de la mencionada Dirección.
Asimismo, se planteó que el proyecto busca delimitar las responsabilidades y que, de acuerdo a las facultades u obligaciones de la supervisión técnica que se propone, ya no sería el constructor o su mandante quien tenga el control de la obra, contrariando el espíritu general del proyecto en estudio.
Por    último,     se     planteó     que    no correspondería que tal supervisor técnico tenga la facultad de notificar a la Dirección de Obras Municipales cuando estime que ésta debe ordenar la paralización de las obras, ya que esa es una atribución de tales Direcciones, de cuya aplicación son responsables.
Por   su  parte,   los   representantes   del Ejecutivo manifestaron que las modernas legislaciones de construcción en el mundo han establecido estas figuras, las que se contemplan incluso en nuestra legislación. Así, por ejemplo, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras busca que las empresas auditoras más que controlar los flujos de dinero de los Bancos, aseguren la existencia y el trabajo efectivo de las contralorías internas de los mismos, y lo que se pretende con la norma propuesta es que en obras de magnitud exista una persona que verifique que el proceso técnico es el que el constructor o su mandante se comprometieron a efectuar, lo que también contribuye a asegurar la calidad de la construcción.
Agregaron que, así como la ley exige que un arquitecto sea el encargado del proyecto, o que un ingeniero haga el cálculo correspondiente, lo que se pretende es que el mandante contrate un contralor de entre quienes estén registrados al efecto.
- Sometida a votación, la indicación al artículo 144 bis, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Letelier, Ríos y Otero.
En  mérito  de  las  consideraciones anteriores vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo os propone aprobar el proyecto de ley de la H. Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:

En mérito de las consideraciones anteriores vuestra Comisión de vivienda y Urbanismo os propone aprobar el proyecto de ley de la H. Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:

ARTICULO UNICO

Nº 1

Artículo 15

- Reemplazar el artículo 15, por el siguiente:
"Artículo 15.- Si  la  División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, o las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo, tuvieren conocimiento de que algún Director de Obras o Asesor Urbanista, en el ejercicio de sus funciones, ha contravenido gravemente las disposiciones de esta ley, de su ordenanza general o de aquellas contenidas en los instrumentos de planificación territorial vigentes en la comuna, deberán solicitar la instrucción del correspondiente sumario administrativo a la Contraloría General de la República, debiendo informar de ello al Alcalde respectivo, para los efectos legales a que haya lugar.".
Nº2
Artículo 18
-  -  - 
Sustituir  su  artículo   18  por  el siguiente:
"Artículo   18.-   El   propietario   primer vendedor será responsable por todos los daños y perjuicios que provengan de fallas o defectos en la construcción, sea durante su ejecución o después de terminada, sin perjuicio de las acciones que le asistan en contra de quienes sean responsables de los daños y perjuicios cansados.
Se  considerarán además como responsables, entre otros:
i.-  Los Arquitectos  e  Ingenieros  que hubieren intervenido en el proyecto de la obra, por los errores en que hubieren incurrido y que fueren causa de los daños y perjuicios que se reclaman;
2.--   El   Constructor  por falla, error o defecto en la construcción, incluyendo el uso do materiales o insumos deficientes o defectuosos y ejecución de las obras realizadas por subcontratistas, sin perjuicio de las acciones legales que le asistan en contra de los proveedores, fabricantes y subcontratistas, por la responsabilidad que pudiere corresponderías;
Las  personas jurídicas serán solidariamente responsables con el profesional competente que actúe por ellas como proyectista o constructor respecto de los daños y perjuicios que con la obra se cansaren.
El propietario primer vendedor estará obligado a entregar al primer adquirente y éste, a sus sucesores en el dominio una nómina que contenga la individualización de todas y cada una de las personas a quienes asista responsabilidad de acuerdo al presente artículo. Tratándose de personas jurídicas deberá individualizarse a sus representantes legales.
El perjudicado podrá demandar conjunta y simultáneamente al primer vendedor y a todos y cualquier otro de los responsables, por los daños y perjuicios que respectivamente fuesen obligados a indemnizar.
Tratándose de la responsabilidad civil a que se refiere este artículo, serán solidariamente responsables de las indemnizaciones a que haya lugar, los socios de las personas jurídicas responsables y, de ser éstas personas jurídicas, la solidaridad se extenderá a los socios de éstas y, de ser éstos también personas jurídicas, la solidaridad se extenderá hasta que los responsables sean personas naturales.
En caso que la persona jurídica se haya disuelto, se aplicará la misma norma.
Las acciones respecto dé todos  los responsables a que se refiere este artículo prescribirán en cinco años, contados desde la fecha de la recepción definitiva por parte de la Dirección de Obras Municipales.".
Artículo 19
- - - Reemplazar, en su inciso primero las palabras "estas acciones" por la siguiente frase: "las acciones a que se refiere el inciso final del artículo 18".
- - - Suprimir sus incisos segundo y tercero.
Nº 4

Artículo 20
- Reemplazar su artículo 20 , por el siguiente:
"Artículo  20.-  Toda  infracción  a  las disposiciones de esta ley, a su ordenanza general y a los instrumentos de planificación territorial que se apliquen en las respectivas comunas, será sancionada con multa., a beneficio municipal, no inferior a una ni superior a sesenta y cinco unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de la paralización o demolición de toda o parte de la obra, según procediere, a menos que el hecho sea constitutivo de delito o tenga una sanción especial determinada en esta ley u otra.
Cualquier persona podrá denunciar ante la municipalidad, ante la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva o ante el Juzgado de Policía Local correspondiente, el incumplimiento de las disposiciones de los aludidos cuerpos legales y reglamentarios. La denuncia deberá ser fundada y acompañarse los medios probatorios de que dispongan las partes.
Las municipalidades no podrán cobrar derecho o suma alguna para tramitar las denuncias que se les formulen. El hacerlo constituirá falta grave.".
Ha consultado como número 5, nuevo ,
el siguiente:
'5) Sustituyese el artículo 21, por el
siguiente:
"Artículo  21.- Las infracciones a las disposiciones de esta ley, de su ordenanza general y de los instrumentos de planificación territorial serán de conocimiento del Juez de Policía Local respectivo. Tratándose de la responsabilidad de las personas jurídicas se estará a lo dispuesto en el artículo 28 de la ley N° 18.287. En caso de disolución voluntaria, mientras esté pendiente el plazo de prescripción, las acciones se seguirán en contra de los que eran sus representantes legales a la fecha de la resolución.
Las acciones penales relativas a  las infracciones a que se refiere el artículo 20 y este artículo, prescribirán en el término de seis meses contado desde la recepción de la obra.".
Nº 5 Y 6

Artículos 25 y 26

-   -  Han   pasado   a   ser  número , sustituidos, por el siguiente:
"6) Deróganse los artículos 25 y 26.". Ha consultado como números 7 y 8,
nuevos , los siguientes:
'7) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, al articulo 142:
"Los asesores externos a que se refiere el artículo 144, tendrán libre acceso a todas las obras de edificación y urbanización que les corresponda informar.".
8) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 143:
"Se deberá mantener en el lugar de la obra, en forma permanente y actualizada, un Libro de Obras en el cual se consignarán, debidamente firmadas, las instrucciones y observaciones sobre el desarrollo de las diferentes etapas de la construcción y se dejará expresa constancia de todos los hechos que indique la Ordenanza General, por parte de los profesionales proyectistas, el constructor, el inspector técnico y el supervisor técnico, si los  hubiere,  pudiendo  también   registrar  sus  observaciones  los inspectores municipales, cuando lo requieran.".
Nº 7

Artículo 144
-   -   -   Ha  pasado   a   ser  número   9,
reemplazado por el siguiente:
"9) Introdúcense  las  siguientes modificaciones al articulo 144:
a)   Agréganse  como  incisos primero, segundo, tercero, cuarto y quinto nuevos, los siguientes:
"Artículo 144.- La Dirección de Obras
Municipales podrá encomendar la revisión de los proyectos de construcción para el otorgamiento de permisos de edificación, así como las gestiones necesarias para la recepción de las obras, a asesores externos, personas naturales o jurídicas con inscripción vigente en un registro que para estos efectos mantendrá el Ministerio de Vivienda y Urbanismo. Estas personas deberán suscribir, previo concurso, un contrato con la Municipalidad, debiendo rendir caución o fianza que garantice el cumplimiento de sus obligaciones a satisfacción de la Municipalidad.
El asesor externo deberá cumplir con todas las disposiciones legales, reglamentarias y normativas a que están sujetas las respectivas Direcciones de Obras Municipales para el otorgamiento de permisos de edificación y para la recepción de obras, debiendo emitir los informes que se requieran para tal efecto.
La Dirección de Obras Municipales podrá proceder a otorgar el permiso de construcción o la recepción definitiva, según corresponda, sin nuevo trámite, con el solo mérito del informe favorable que emita en cada caso dicha supervisión técnica y de los documentos que para tal electo exija la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.
En estos casos la Dirección de Obras Municipales deberá pronunciarse por escrito sobre el permiso de construcción o la recepción de las obras, según corresponda, dentro del plazo de 10 días hábiles contados desde la fecha de la solicitud. Transcurrido dicho plazo sin que la Dirección de Obras Municipales se hubiere pronunciado, el permiso o la recepción se entenderán automáticamente otorgados. En caso de rechazo, éste deberá acompañarse de un informe escrito que lo fundamente. El interesado podrá presentar dicho informe a la consideración del Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, quien deberá pronunciarse por escrito dentro de los 10 días hábiles cíe recibida la apelación.
Los   particulares    que    presentan   un proyecto de construcción ante una Municipalidad, podrán solicitar que se recurra a un asesor externo para los efectos señalados en los incisos precedentes, en cuyo caso el costo del contrato respectivo será a su entero cargo.".
b)   Consultar,   como   inciso   sexto   del actual artículo 144, su inciso primero, sin enmiendas.
c) Contemplar, como inciso séptimo del actual artículo 144, su inciso segundo, con la sola modificación de intercalar entre la palabra "totales" y el punto final (.), la siguiente oración: "que no cuenten con la asesoría externa establecida en el presente artículo.".
Corno consecuencia  de las modificaciones anteriores, el texto del proyecto de ley que os propone aprobar vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo, queda como sigue:
'PROYECTO DE LEY:
 "Artículo único.- íntrodúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones:
1)  Sustituyese el  artículo  15,  por el siguiente:

"Artículo 15.- Si la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, o las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo, tuvieren conocimiento de que algún Director de Obras o Asesor Urbanista, en el ejercicio de sus funciones, ha contravenido gravemente las disposiciones de esta ley, de su ordenanza general o de aquellas contenidas en los instrumentos de planificación territorial vigentes en la comuna, deberán solicitar la instrucción del correspondiente sumario administrativo a la Contrloría General de la República, debiendo informar de ello al Alcalde respectivo, paraa los efectos legales a que haya lugar.".
2) Reemplázase el artículo  18, por el siguiente:
Artículo 18. El propietario primer vendedor será responsable por todos los daños y perjuicios que provengan de fallas o defectos en la construcción, sea durante su ejecución o después de terminada, sin perjuicio de las acciones que le  asistan  en  contra  de  quienes  sean   responsables  de  los  daños  y perjuicios causados responsables, entre otros:
Se considerarán además  corno 1.- Los Arquileelüs  e  Ingenieros  que hubieren intervenido en el proyecto de la obra, por los errores en que hubieren incurrido y que fueren causa de los daños y perjuicios que se reclaman;
2.- El  Constructor por falla, error o defecto en la construcción, incluyendo el uso de materiales o insumes deficientes o defectuosos y ejecución de las obras realizadas por subcontratistas, sin perjuicio de las acciones legales que le asistan en contra de los proveedores, fabricantes y subcontratistas, por la responsabilidad que pudiere corresponderles;
Las  personas jurídicas  serán solidariamente responsables con el profesional competente que actúe por ellas como proyectista o constructor respecto de los daños y perjuicios que con la obra se causaren.
El propietario primer vendedor estará obligado a entregar al primer adquirente y éste, a sus sucesores en el dominio una nómina que contenga la individualización de todas y cada una de las personas a quienes asista responsabilidad de acuerdo al presente artículo. Tratándose de personas jurídicas deberá individualizarse a sus representantes legales.
El perjudicado podrá demandar conjunta y simultáneamente al primer vendedor y a todos y cualquier otro de los responsables, por los daños y perjuicios que respectivamente fuesen obligados a indemnizar.
Tratándose de la responsabilidad civil a que se refiere este artículo, serán solidariamente responsables de las indemnizaciones a que haya lugar, los socios de las personas jurídicas responsables y, de ser éstas personas jurídicas, la solidaridad se extenderá a los socios de éstas y, de ser éstos también personas jurídicas, la solidaridad se extenderá hasta que los responsables sean personas naturales.
En caso que la persona jurídica se haya disuelto, se aplicará la misma norma.
Las acciones respecto de todos  los responsables a que se refiere este artículo prescribirán en cinco años, contados desde la fecha de la recepción definitiva por parte de la Dirección de Obras Municipales.".
3)   Sustituyese   el   artículo   19   por  el siguiente:
"Artículo 19.- Las causas a que dieren lugar las acciones a que se refiere el inciso final del artículo 18, se tramitarán conforme con las reglas del procedimiento sumario establecido en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil.".
4) Reemplázase el artículo 20 por el siguiente:
"Artículo 20.- Toda infracción a  las disposiciones de esta ley, a su ordenanza general y a los instrumentos de planificación territorial que se apliquen en las respectivas comunas, será sancionada con multa, a beneficio municipal, no inferior a una ni superior a sesenta y cinco unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de la paralización o demolición de toda o parte de la obra, según procediere, a menos que el hecho sea constitutivo de delito o tenga una sanción especial determinada en esta ley u otra.
Cualquier persona podrá denunciar ante la municipalidad, ante la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva o ante el Juzgado de Policía Local correspondiente, el incumplimiento de las disposiciones de los aludidos cuerpos legales y reglamentarios.   La denuncia deberá ser fundada y acompañarse los medios probatorios de que dispongan las partes.
Las municipalidades no podrán cobrar derecho o suma alguna para tramitar las denuncias que se les formulen. El hacerlo constituirá falta grave.".
5)  Sustituyese  el  artículo  21,  por  el siguiente:
"Artículo  21.-   Las  infracciones  a  las disposiciones de esta ley, de su ordenanza general y de los instrumentos de planificación territorial serán de conocimiento del Juez de Policía Local respectivo. Tratándose de la responsabilidad de las personas jurídicas se estará a lo dispuesto en el artículo 28 de la ley N° 18.287. En caso de disolución voluntaria, mientras esté pendiente el plazo de prescripción, las acciones se seguirán en contra de los que eran sus representantes legales a la fecha de la resolución.
Las   acciones  penales  relativas   a  las infracciones a que se refiere el artículo 20 y este artículo, prescribirán en el término de seis meses contado desde la recepción de la obra.".
6) Deróganse los artículos 25 y 26. nuevo, al artículo 142:
7) Agrégase el siguiente inciso tercero, "Los asesores externos a que se refiere el artículo 144, tendrán libre acceso a todas las obras de edificación y urbanización que les corresponda informar.".
8) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 143:
"Se deberá mantener en el lugar de la obra, en forma permanente y actualizada, un Libro de Obras en el cual se consignarán, debidamente firmadas, las instrucciones y observaciones sobre el desarrollo de las tu ('érenles etapas de la construcción y se dejará expresa constancia de lodos los hechos que indique la Ordenanza General, por parte de los profesionales proyectistas, el constructor, el inspector técnico y el supervisor técnico, si los hubiere, pndiendo también registrar sus observaciones los inspectores municipales, cuando lo requieran".
9) íntrodúcense las siguientes modificaciones al artículo 144:
a)  Agréganse como incisos  primero, segundo, tercero, cuarto y quinto nuevos, los siguientes:
"Artículo 144.- La Dirección de Obras Municipales podrá encomendar la revisión de los proyectos de construcción para el otorgamiento de permisos de edificación, así como las gestiones necesarias para la recepción de las obras, a asesores externos, personas naturales o jurídicas con inscripción vigente en un registro que para estos efectos mantendrá el Ministerio de Vivienda y Urbanismo. Estas personas deberán suscribir, previo concurso, un contrato con la Municipalidad, debiendo rendir caución o fianza que garantice el cumplimiento de sus obligaciones a satisfacción de la Municipalidad.
El asesor externo deberá cumplir con todas las disposiciones legales, reglamentarias y normativas a que están sujetas las respectivas Direcciones de Obras Municipales para el otorgamiento de permisos de edificación y para la recepción de obras, debiendo emitir los informes que se requieran para tal efecto.
La   Dirección   de   Obras   Municipales podrá proceder a otorgar el permiso de construcción o la recepción definitiva, según corresponda, sin nuevo trámite, con el solo mérito del informe favorable que emita en cada caso dicha supervisión técnica y

Acordado   en   sesiones   celebradas   los días 15 de Junio de 1994, con la asistencia de sus miembros., 1111. Senadores señores Siebert (Presidente), Horvath, Martin, Malta y Páez; 22 de Junio de 1994, Mil. Senadores señora Frei doña Carmen y señores Siebert (Presidente), Cooper, Frei don Arturo y Me Intyre; 13 de Julio de 1994, HH. Senadores señores Otero (Presidente), Cooper y Letelier; 20 de Julio de 1994, HH. Senadores señores Otero (Presidente), Frei don Arturo y Letelier; 10 de Agosto de 1994, FIFI. Senadores señores Otero (Presidente), Cooper y Me Intyre; 7 de Septiembre de 1994, HH. Senadores señora Frei doña Carinen y señores Otero (Presidente), Cooper y Frei don Arturo; 11 de Octubre de 1994, HH. Senadores señora Frei doña Carmen y señores Otero (Presidente), Frei don Arturo, Lavandera y Letelier; 2 de Noviembre de 1994, HH. Senadores señores Otero (Presidente), Cooper, Frei don Arturo y Me Intyre; 8 de Noviembre de 1994, HH. Senadores señores Otero (Presidente), Frei don Arturo y Letelier; 15 de Noviembre de 1994, HH. Senadores señores Otero (Presidente), Frei don Arturo y Letelier; 22 de Noviembre de 1994, FíH. Senadores señores Otero (Presidente), Frei don Arturo y Letelier, y 6 de Diciembre de 1994, HH. Senadores señora Freí doña Carmen y señores Otero (Presidente), Frei don Arturo, Letelier y Ríos.
Sala de la Comisión, a 12 de Diciembre de 1994
ANA MARÍA JARAMILLO  FUENZALIDA
Abogado
Secretario de la Comisión
